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R-DCA-229-2009

CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA. División de Contratación Administrativa. San José, a las trece horas del veinte de mayo de dos mil nueve. ----------------------

Recurso de objeción al cartel interpuesto por el Consorcio de Información y Seguridad S.A., en contra del cartel a la Licitación Pública 2009LN-109012-UL, promovida por el Instituto Nacional de Seguros, para servicios de vigilancia. -----------------------------------------------------------------------

I. POR CUANTO: Mediante auto de las once horas del siete de mayo del dos mil nueve, se confirió audiencia especial a la Administración sobre el recurso de objeción interpuesto. -------------

II.- POR CUANTO: Mediante oficio PROV-02643-2009 del 11 de mayo de 2009, la entidad licitante atendió la audiencia conferida. ------------------------------------------------------------------------
III.- POR CUANTO: a) Capítulo 1.Punto 1. Descripción del requerimiento.  Nota importante: Coordinadores La objetante, señala que en el en el punto 1, Descripción del requerimiento, se establece una nota, mediante la cual se indica que para los renglones 2, 5, y 39 se debe considerar que por la cantidad de oficiales, resulta conveniente que la firma adjudicataria designe un coordinador exclusivo para el lugar sin costo para el INS.  Indica, que tal requerimiento implica que la empresa debe destacar en el servicio del INS a 3 personas permanentemente. Además, la empresa debe tener ese personal, pagarle un salario, cargas sociales, seguros, pólizas, capacitación, carnés, asumiendo la empresa dichos costos sin carga para el INS. Manifiesta, que con ello los oferentes estarían “regalando” a la Administración dichos coordinadores. Menciona, que el cartel no da opción e incluso determina el horario de trabajo de dichos coordinadores. Recalca, que los coordinadores que se requieren tienen un costo que las empresas no están obligadas a cubrir. En ese sentido, se tendría que prorratear dicho costo entre la totalidad de los servicios, lo cual elevaría el precio, que  es el factor de valoración más alto: 50%. Alega, que si la Administración requiere dichos servicios deben ser solicitados y pagados por el INS, ya que si alguna empresa no acepta, se podría encontrar en desventaja con respecto a los demás, creando una desigualdad entre los participantes, o por el contrario un precio competitivo con respecto al resto de los que sí lo contemplaron.   La Administración aclara que lo dicho en el cartel es una sugerencia, por lo que no tiene carácter de exigencia. Lo regulado en el pliego de condiciones es una facultad del oferente y no será objeto de calificación. No obstante, recalca la conveniencia para ambas partes de designar estos coordinadores.  Manifiesta, que tal disposición ha venido siendo puesta en práctica y se trata de un coordinador en cada lugar, y no en cada turno. Aclara a su vez que el cartel consignó erróneamente “estos centros de salud”, cuando lo correcto es que debe ser “estas instalaciones”. Además donde se dice “para el lugar” debe entenderse como “para cada  lugar”. Criterio para resolver: Conforme a la redacción del cartel, se puede concluir, en tesis de principio, que el hecho  de destacar tres coordinadores para los renglones 2, 5 y 39 es una recomendación, toda vez que se dice “es conveniente”. Si bien la Administración manifiesta que dicha situación  no es una exigencia o requisito de acatamiento obligatorio, este Despacho considera que tal disposición podría crear desigualdad entre aquellas empresas que decidan incorporar a tales trabajadores, de los que no los incluyan, ya que resulta obvio que su incorporación implica un costo para la empresa, que lógicamente se verá reflejado en el precio a ofertar.  De esta manera lleva razón la empresa objetante, y el INS deberá adecuar la redacción del cartel para evitar situaciones como la descrita, valorando que  si el aspecto que se impugna es un requisito necesario para la adecuada prestación del servicio, deberá ser consignado de esa manera en el cartel y, de no ser así, tal aspecto podría recaer dentro de la coordinación del servicio de cada contratista en particular, aspectos que, en todo caso, debe ponderar la entidad licitante de frente a la calidad del servicio que espera recibir.  Por lo tanto, procede declarar con lugar este punto del recurso. b) Capítulo I.  Punto II. Cuadro de Calificación. B) Vehículos. El objetante indica que el pliego de condiciones en el sistema de evaluación, otorga 2,5 puntos, hasta un máximo de 12,5 por cada vehículo adicional al mínimo requerido. Señala, que dicho mínimo es de 10 vehículos: ocho carros, dos motos. Siendo, que la cantidad de vehículos adicionales a calificar serían 5, la firma recurrente considera que exigir 15 vehículos limita la participación de aquellas empresas que no tengan al momento de participar los carros, pero que sí podría obtenerlos o contratarlos si se es adjudicataria. Menciona, que este punto fue redactado para la empresa que actualmente brinda los servicios o que tenga la cantidad de vehículos en la actualidad. Agrega, que una firma puede adquirir los vehículos o contratarlos a efectos de brindar este servicio, en caso de resultar adjudicataria. Objeta además, que en la calificación no se indica cómo se calificaría una cantidad inferior a los 15. La Administración: señala que el requerimiento de 10 vehículos obedece a un análisis realizado de conformidad con las necesidades de la institución, en cuanto a la cantidad y ubicación de las dependencias del INS en todo el país. Indica, que entre las ciudades, media distancias considerables, por lo que efectuar una supervisión óptima con una cantidad menor de vehículos, no es posible.  Menciona,  que en una flotilla de 10 vehículos, es de suponer que habrá ocasiones en que algunos se encuentren en mantenimiento, reparaciones o fuera de servicio. Sin embargo, consideran razonable bajar el promedio del modelo al año 2000 y no 2004. Adicionalmente, la Administración solicita que vía aclaración se modifique el requerimiento, para que se diga “…estos vehículos no deben ser dedicados exclusivamente a la supervisión de los puestos del INS…”, ya que se omitió indicarlo en el cartel. Aunque la Administración indica que las modificaciones que se podrían incorporar en este aparte, son las ya mencionadas, de seguido manifiesta que estaría de acuerdo con la sugerencia del recurrente  siempre y cuando se diga “ de no presentarse los vehículos exigidos por el cartel al momento de iniciar los servicios, el adjudicatario se hará acreedor de la multa que establecen los artículos 47 y 48 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa (25% del total facturado en el mes)”  Criterio para resolver: En este punto resulta importante tener presente, tal y como lo ha dicho este órgano contralor en diferentes resoluciones, (véase por ejemplo las  resoluciones R-DCA-96-2009 y R-DCA-633-2008), que el sistema de evaluación se encuentra dentro del marco de  discrecionalidad de  la propia Administración licitante. Es ésta quien más conoce sus necesidades y  determina la forma en cómo deben ser satisfechas. Claro está, que dicho sistema debe ser proporcionado  conforme a las reglas de la técnica y la ciencia, según lo regula el artículo 16 de la Ley General de la Administración Pública. El numeral 55 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa (RLCA)  en lo que interesa dispone: “En el cartel se establecerá un sistema de evaluación, el cual deberá contemplar los factores ponderables, el grado de importancia de cada uno de ellos, así como el método para valorar y comparar las ofertas en relación con cada factor./La Administración, podrá incluir otros factores de calificación distintos al precio, en el tanto impliquen una ventaja comparativa para la selección de la oferta más conveniente. No podrán ser ponderados como factores de evaluación los requisitos mínimos legales, técnicos o financieros, que resulten indispensables para la contratación.”  En ese sentido, el sistema de calificación está previsto para que la Administración licitante pondere aquellos factores que considere relevantes, y puedan aportar un valor agregado o ventaja comparativa, para así  escoger la oferta que satisfaga de una mejor manera las necesidades de la entidad licitante, todo dentro de un marco de objetividad. En el caso bajo examen, la Administración  estableció un mínimo de automotores: 8 vehículos y  2 motos. Y estableció como puntuables, el ofrecimiento de vehículos adicionales a ese mínimo. El objetante indica que exigir 15 vehículos (tomando en cuenta el mínimo y los del sistema de calificación), limita su participación. La Administración, en un primer momento justifica la necesidad de tal exigencia, amparada sobre todo a las distancias que deben recorrerse entre las instalaciones. Pero de seguido considera bajar el promedio del modelo de los vehículos al  año 2000 y señala estar de acuerdo con el objetante, en el sentido que el requisito técnico exigido al oferente lo sea para el adjudicatario, siempre y cuando  se apliquen multas en caso de no presentarse los vehículos. En ese sentido, se entiende que el INS pretende modificar el punto 2, del aparte IV de los requisitos técnicos para el oferente. Sin embargo, omite referirse propiamente al  sistema de evaluación. No obstante, si se considera, tal y como lo ha dicho la Administración, que la exigencia de determinada cantidad de vehículos, lo será para el adjudicatario -y no para el oferente-, debe eliminarse del sistema de valoración el contar con más vehículos del mínimo exigido. Asimismo, deberá incorporarse la aclaración indicada por la propia Administración al contestar la audiencia especial, respecto del promedio del año del modelo de los vehículos. Por lo tanto se declara con lugar este punto del recurso. c) Capítulo I. Punto II. Cuadro de Calificación. D) Frecuencias de radio,  propias o alquiladas. En relación con este aparte, el objetante señala que el cartel asigna un máximo de 12,5 puntos adicionales al mínimo requerido, al oferente que posea frecuencias con canales directos, propias o alquiladas. Precisamente, el mínimo requerido se refiere a un sistema de repetición, con una cobertura que garantice la comunicación eficaz al menos en un 90%de los lugares en que se suministrará el servicio. Al respecto, señala que ello es totalmente incongruente, impreciso y contradictorio. Indica, que para comprobar lo exigido, se solicita una certificación de la SUTEL, para que señale si es propia o alquilada, pero ello no garantiza nada, ya que por ley, una empresa sólo puede contar con una frecuencia asignada o máximo dos, en caso de repetidoras. Por ello, las demás deben ser alquiladas o a nombre de otras personas. Por esto, no debería ser exigible tenerlas alquiladas al momento de ofertar, si no al resultar adjudicatarios, ya que antes lo que se tiene es una mera expectativa. Manifiesta, que el cartel solicita una cobertura del 90%, es decir 40,5 puestos. Menciona, que conforme a la distribución geográfica en el pliego, se debe dar cobertura en todo el país. Sin embargo, no comprenden cómo se va a certificar el alcance de la repetidora.  Además, preocupa el hecho de cómo saber si se tiene cobertura o no, ya que sin pruebas en sitio, no se puede certificar nada. En síntesis, señala que no hay fundamento para la certificación del 90%. Agrega, que el punto presenta otra redacción incongruente, toda vez que la frecuencia de radio no será considerada. La Administración señala que debe agregarse una modificación al clausulado, particularmente en el punto IV.1 Requisitos técnicos para el oferente, en donde se lea “que la empresa debe de poseer al menos una frecuencia de radiocomunicación. La asignación de puntos efecto calificación se realizará, sobre el mínimo solicitado”. Indica, que respecto al 90%  de la cobertura de los puestos, es lo mínimo que se puede aceptar en un contrato como este, ya que el servicio de seguridad requiere de una fluida comunicación con los oficiales, y la forma más práctica y eficiente es el equipo de radiocomunicación. Indica, que con la certificación de la SUTEL se conocerá si realmente se tienen asignadas frecuencias, o si son alquiladas, ya que no se requiere que sean propias.  Indica, que la SUTEL no determina la cobertura del equipo. El INS tiene los medios para determinar la cobertura de cada equipo de radiocomunicación. Señala, que conociendo las frecuencias de la repetidora y su ubicación, se podrá determinar si hay cobertura en los lugares a contratar. En caso se existir duda, se realizará pruebas en sitio. Manifiesta que sí se puede contar con más de una frecuencia, no existe restricción, siempre y cuando se estén utilizando correctamente. Agrega, que el cartel no exige que se certifique los alcances de la repetidora. Además proceden a mencionar una corrección formal del término Superintendencia, el cual fue escrito erróneamente en el cartel. Criterio para resolver: Tal y como se indicó en el punto anterior, el sistema de calificación se encuentra dentro del margen de discrecionalidad de la Administración. En el pliego cartelario se establece como requisito del oferente, que debe garantizar la comunicación vía radio en al menos el 90% de los puestos a cubrir, para lo cual debe aportar las certificaciones de que posee una o varias frecuencias. Por su parte, en el sistema de evaluación, se indica que se otorgará puntaje cuando se tenga más frecuencias del mínimo, sean éstas propias o alquiladas. Lleva razón el objetante al señalar que no se indica cuál es el mínimo requerido, aspecto que la Administración aclara al contestar la audiencia especial, e indica que debe poseerse al menos una frecuencia. En ese sentido, se debe declarar con lugar el recurso. Ahora téngase claro que la asignación de puntos se hace respecto de la cantidad de frecuencias, las cuales pueden ser propias o alquiladas, como el mismo cartel lo establece. Aspecto distinto es la cobertura del 90%, el cual es un requerimiento que corresponderá a la Administración su verificación y para lo cual deberá establecer claramente cómo llevará a cabo tal proceso de tal verificación. d) Capítulo I. Punto II. Cuadro de Calificación. F) Armero certificado. Indica el objetante que el cartel requiere un armero certificado que sea parte de la planilla regular de la empresa. Sin embargo, señala que efectuadas consultas a la Escuela Nacional de Policías, se expresó que no existe certificación de armero en  nuestro país. Menciona, que no existe razón lógica ni fundamento para que el INS requiera esa condición y la califique. Alega, que no es usual por innecesario e inexistente, que las empresas cuenten con armeros dentro de sus planillas, cuando es un servicio que se puede contratar. Manifiesta, que el tema de cómo la empresa le dé mantenimiento a su armamento es meramente administrativo, bastando la exigencia de que las armas se encuentren en buen estado. Agrega, que este factor representa una ventaja para un oferente específico, ya que sólo hay una empresa que cuenta con uno. En todo caso, cuando un arma se daña, el adjudicatario debe reponerla. Por último, señala que el pliego de condiciones establece que se calificará con un máximo de 5 puntos, pero no se dice cómo se obtiene ese puntaje y si hay puntuaciones intermedias.  Concluye señalando, que los factores de vehículos, frecuencias y armero, lejos de satisfacer el interés público, pretenden favorecer un interés particular. La Administración considera que la exigencia del armero es relevante. Señala, que si se da un accidente con un arma en mal estado, podría ocasionar responsabilidad civil. Con dicho requerimiento, se garantizaría el óptimo estado del arsenal del oferente. La función del armero no se limita a reparar armas averiadas, sino que es necesario que vele por un mantenimiento preventivo, con profesionalismo. Es importante el conocimiento  teórico y técnico en metalurgia, química, física, etc., que debe tener. Agrega, que el armero no debe ser necesariamente certificado como tal por el Ministerio de Seguridad, y en eso la cláusula objetada es clara, ya que la certificación puede ser dada por empresas privadas de capacitación en el campo de la seguridad. Criterio para resolver: Como se ha venido indicando, el sistema de calificación entre dentro del margen discrecional de la Administración. En el caso particular, el objetante no ha demostrado cómo tal disposición limita su participación. Señala que sólo hay una empresa en el país que cuenta con un armero, pero tal situación no llega a ser demostrada. De allí que procede rechazar este punto del recurso. No obstante, y dado que el mismo INS ha dicho que lo que se busca es el óptimo estado del arsenal, así como un mantenimiento preventivo, se insta a dicha Administración para que valore si este servicio debe ser considerado como requisito de admisibilidad o de evaluación, y en todo caso, se tenga presente que tal aspecto podría ser brindado por la empresa contratista, o una empresa diferente que ésta llegara a contratar para tales efectos.. e) Capítulo I. Punto III. Condiciones generales técnicas para el oferente. 4) Costo del servicio por hora. El objetante manifiesta que la redacción del cartel es confusa. Ello, en virtud de que por un lado se dice que no es un punto de calificación, pero que sí de descalificación. La Administración manifiesta que efectivamente existe una contradicción, por lo que se propone una nueva redacción de la cláusula cartalaria. Criterio para resolver: en vista que el INS comparte el criterio del objetante, el cual se considera razonable, procede declarar con lugar este punto del recurso. f) Capítulo I. Punto IV. Requisitos técnicos para el oferente. 2) Datos de los oficiales que prestarán el servicio. Manifiesta el objetante, que el requerimiento en cantidad de oficiales de seguridad, es de más de 180, por lo que resulta ilógico, que se solicite la totalidad de las currícula, si tan sólo se está en la fase de selección del oferente. Indica, que no  puede pretenderse que se cuente con dicha cantidad de oficiales  a disposición del INS. Considera, que debe eliminarse tal requerimiento para los oferentes y que  debe dejarse sólo para el adjudicatario. La Administración acepta lo objetado por la firma recurrente, por lo que se procederá a eliminar tal cláusula como requisito del oferente, y que sea únicamente para el adjudicatario. Criterio para resolver: en vista del allanamiento del INS, procede declarar con lugar este punto del recurso. g) Capítulo I. Punto IV. Requisitos técnicos para el oferente. 2) Requerimiento de automotores. Indica la objetante que el cartel estipula que se debe contar con un mínimo de automotores y de no tenerlos, la oferta quedará excluida, lo cual es limitativa para aquellas empresas que no tengan una flota vehicular de ese tamaño, y de años tan recientes. Manifiesta, que tal requisito lo puede solicitar como requisito de cumplimiento y no como requisito de participación. Agrega, que no tiene sentido que se exija esa cantidad de vehículos, los cuales pueden ser adquiridos o contratados por el adjudicatario. La Administración al contestar lo relacionado con la evaluación en el factor de vehículos aceptó bajar el año de los modelos, pero aclaró que la cantidad de automotores era necesario. No obstante estuvo de acuerdo en establecerlo como requisito para el adjudicatario. Criterio para resolver: al referirnos al punto b) de este recurso, ya este órgano contralor emitió su criterio, por lo que deberá estarse a lo allí dispuesto. Así las cosas, procede declarar con lugar este punto del recurso.  h) Capítulo I.  Punto IV. Requisitos técnicos para el oferente. 5) Otra documentación que debe aportar del personal. Indica la objetante, que en este punto del cartel se exige una serie de requisitos  que el oferente debe enviar del personal que se destacará en el servicio. Ello implica un costo para el oferente, y quizá al momento de la formalización del servicio, el personal puede variar. Solicita que tal requisito sea únicamente para el adjudicatario. La Administración considera que le asiste razón a la empresa, por lo que tal información no se solicitará para el oferente, sino que sólo para el adjudicatario. Criterio para resolver: se considera razonable el allanamiento del INS, por lo que se declara con lugar el recurso en este punto. Se advierte que será responsabilidad de esa Administración verificar que el personal contratado por la empresa cumpla con todos los requerimientos técnicos y legales. i) Capítulo I. Punto V. Condiciones técnicas del adjudicatario. 13) Responsabilidad por pérdida, hurto, extravío de muebles e inmuebles. En este punto, el objetante solicita una mejor redacción para que se aclare que la única autoridad que puede establecer las responsabilidades en caso de pérdidas, hurtos, extravíos y daños a la propiedad, son los tribunales de justicia. La Administración por su parte señala que mantendrán su posición. Criterio para resolver: este punto, más que una objeción al pliego de condiciones, la firma recurrente solicita una aclaración. Sin embargo, conforme el numeral 172 del RLCA, no procede el recurso de objeción respecto de aclaraciones, por lo que se rechaza este punto del recurso. Y en todo caso, el objetante no da una adecuada fundamentación al recurso en este aspecto, tal y como lo requiere el numeral 170 del RLCA, lo que impone el rechazo de este extremo del recurso.  j) . i) Capítulo I. Punto V. Condiciones técnicas del adjudicatario. 37)  Armas de 9 mm. La objetante indica que es necesario conocer el criterio técnico que se empleó para solicitar el calibre en mención, ya que dichas armas son más costosas que un revólver y más sensibles, por lo que no son las armas más idóneas a utilizar en lugares donde hay gran concentración de personas. Señala, que lo mismo aplica para la escopeta 12 Gauge, la cual tiene un uso más delicado. La Administración considera que dicho calibre es el más adecuado para proteger los activos de la institución y proteger la integridad física de las personas. Indica, que en la actualidad, el hampa utiliza armamento más sofisticado, y el revólver tiene una capacidad muy limitada. Manifiesta, que ciertamente este requisito incrementa el costo de la oferta, por lo que debe ser tomado en cuenta por todos los proveedores. Criterio para resolver: en este caso particular, el objetante no ha demostrado cómo tal requerimiento limita su participación, echándose de menos una debida fundamentación y probanza tal y como lo exige el artículo 170 del RLCA. Además, se considera razonable lo indicado por la Administración. De allí, que procede declarar sin lugar este aparte del recurso. k) Capítulo I. VI. Requisitos técnicos para el adjudicatario. Exigencia de requisitos adjudicatario en un plazo de 15 días hábiles. Alega el objetante, que el pliego cartelario establece el cumplimiento de una serie de requisitos en un plazo de 15 días hábiles. Sin embargo, considera que debería existir un plazo más razonable, de por lo menos 30 días hábiles, tomando en consideración que muchos requisitos del personal deben ser tramitados ante el Ministerio de Seguridad, sacar copias de documento, etc., lo cual toma mucho tiempo para su preparación. La Administración considera que lleva razón el objetante, por lo que están anuentes a modificar tal plazo para que se establezcan 30 días naturales. Rechazan 30 días hábiles por estimarlo excesivo. Criterio para resolver: el INS al contestar la audiencia especial, comparte parcialmente el criterio de la objetante, ya que manifiesta que efectivamente el plazo establecido en el cartel es muy corto, por lo que estiman conveniente modificarlo. Pero no acepta el plazo indicado por el recurrente al considerarlo excesivo. Al respecto este órgano contralor considera razonable el plazo señalado por la Administración. Tómese en cuenta que el objetante, no demostró ni fundamentó el plazo por ellos solicitado. Por lo anterior, procede declarar parcialmente con lugar este punto del recurso.  l) Capítulo II. Punto IV. Condiciones Formales que debe cumplir el adjudicatario. 2) Multas. Considera el objetante que el sistema de multas dispuesto en el cartel, es improcedente, ya que resulta desproporcionado aplicar un 25% del promedio diario sino se presta el servicio. Indica, que lo lógico es rebajar únicamente el costo diario del puesto que no se cubrió ese día, y no afectar con ese porcentaje exagerado la totalidad de la contratación. Lo anterior, máxime que existen puestos que son de 24 horas y otros fraccionados. Señala, que el porcentaje también debería rebajarse para que no sobrepase el límite fijado por ley.  Agrega, que establecer un porcentaje de un 5% por un incumplimiento de entre 45 a una hora de la jornada diaria, es desproporcionado, ya que por una hora hay más porcentaje que las otras faltas. La Administración indica, que las multas se establece desde la premisa que la no prestación del servicio debe considerarse como una falta muy grave y que la empresa adjudicataria tiene todos los insumos para evitar la comisión de faltas objeto de multa. Manifiesta, que los porcentajes indicados en el cartel, buscan reducir el monto de las multas, por cuanto según la ley, se debe aplicar el 25% por cada día de no prestación y no establece gradaciones. Lo que se ha pretendido, es graduar las faltas, ya que no todas pueden imputarse con la misma gravedad. Indica expresamente “Por tanto, la cláusula de multas será modificada”. Criterio para resolver: en relación con este punto, la Administración ha manifestado que procederá a modificar la cláusula. En vista de ello,  se declara con lugar el recurso en este punto. Se advierte al INS que para ello, deberá tomar en cuenta lo dispuesto en los artículos 47 y 48 del RLCA.  m) Capítulo II. Punto V.  Requisitos formales que debe cumplir el adjudicatario. 1) Inicio del contrato. Indica el objetante que el cartel establece que el inicio de la contratación será un día hábil después de la notificación, pero que por la magnitud del contrato, dicho plazo es muy poco. Señala, que el plazo debe ser razonable y acorde con la cantidad de puestos que se requieren. La Administración, comparte el criterio de la objetante, por lo que se concederá un plazo de 15 días naturales posteriores a la notificación. Criterio para resolver: Dado el allanamiento del INS,  y resultando éste razonable, procede declarar con lugar este punto del recurso. ------------------------
POR TANTO
Con fundamento en lo expuesto y lo dispuesto por los artículos 182 y siguientes de la Constitución Política;   81, 82 y 83 de la Ley de Contratación Administrativa y   170  y siguientes de su Reglamento  se resuelve: 1)   Declarar parcialmente con lugar el recurso interpuesto por el Consorcio de Información y Seguridad S. A., en contra del cartel a la Licitación Pública 2009LN-109012-UL, promovida por el Instituto Nacional de Seguros, para servicios de vigilancia.2) Prevenir  a la Administración para que proceda a realizar las modificaciones al cartel producto de esta resolución, las cuales deberán ser comunicadas por el mismo medio  en que se cursó la invitación para participar en la presente licitación pública. ----------------------------------------
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